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SÉPTIMA  SALA  ESPECIALIZADA  EN  MATERIA  FAMILIAR  Y  EN  MATERIA
FAMILIAR  ORAL  DEL  TRIBUNAL  SUPERIOR  DE  JUSTICIA  DEL  ESTADO.
Cancún, Quintana Roo, a veintitrés de febrero del año dos mil dos mil veintidós. 

VISTO: Para resolver el Toca Familiar cuyos datos se citan al rubro, formado con
motivo del recurso de apelación interpuesto por la ciudadana ******* ***** *********,
en contra de la resolución de fecha treinta de agosto del año dos mil veintiuno,
dictada  por  el  Juez  Familiar  de  Primera  Instancia  del  Distrito  Judicial  de
Solidaridad, Quintana Roo, y:

R E S U L T A N D O:

1.- Que los puntos resolutivos de la determinación en esta vía impugnada son del
tenor literal siguiente: 

“…PRIMERO. -  ES IMPROCEDENTE EL INCIDENTE DE CANCELACION
DE CONVIVENCIAS PATERNO FILIALES, promovido por la señora  *******
***** ********Z; en consecuencia:
SEGUNDO. - Se absuelve al ciudadano  **** ****** ****** ******* de todas y
cada una de las prestaciones que de él se reclaman.
TERCERO.  -  NOTIFIQUESE  PERSONALMENTE  a  los  ciudadanos  *******
***** ********* * **** ****** ****** ******* Y CUMPLASE…”

2.-  Inconforme con la resolución anterior, la parte actora interpuso el recurso de
apelación, el cual substanciado que fue, se dejó en estado de dictar sentencia la
que el día de hoy se pronuncia atendiendo a los siguientes:

C O N S I D E R A N D O S:

PRIMERO.- COMPETENCIA.

Esta Sala Especializada del Tribunal Superior de Justicia del Estado con sede en la
ciudad  de  Cancún,  Quintana  Roo,  es  competente  para  conocer  y  resolver  el
presente  asunto,  de  conformidad  con  los  artículos  98  y  99  de  la  Constitución
Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo; 2 y 11 de la Ley Orgánica
del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, acuerdos del H. Pleno del Tribunal
Superior  de Justicia  del  Estado aprobados  en la  Sesión  Ordinaria  celebrada  el
cinco de julio del año dos mil dieciséis,  el primero mediante el cual se derogan
diversos acuerdos de dicho órgano y se crean y organizan las Salas Unitarias de
Segunda Instancia del Tribunal Superior de Justicia del Estado, y el segundo, por
virtud  del  cual  se  adscriben  y  readscriben  a  los  Magistrados  Numerarios  y
Supernumerarios a las Salas Especializadas del Tribunal Superior de Justicia del
Estado; publicados ambos en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el día
catorce de julio del años dos mil dieciséis. Y el acuerdo de fecha seis de octubre
del año dos mil diecisiete, por el que se reorganizan las Salas Especializadas del
Tribunal Superior de Justicia del Estado.

SEGUNDO. - ANTECEDENTES.
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1.- Mediante auto de fecha doce de agosto del año dos mil diecinueve, el juez de
origen  admitió  el  incidente  de  cancelación  de  convivencias  paternofiliales,
promovido por la ciudadana ******* ***** ********* en contra del ciudadano **** ******
******  *******,  admitiéndose  a  trámite  el  mismo,  ordenándose  correr  traslado  al
demandado,  requiriéndolo  para  que  en  el  término  de  tres  días  contestara  el
incidente promovido en su contra.

2.-  Por  acuerdo  de  fecha  diez  de  marzo  del  año  dos  mil  veinte,  se  tuvo  al
ciudadano  ****  ******  ******  ******* contestando  en  tiempo  y  forma  al  incidente
planteado en su contra, y se admitieron a las partes las pruebas relacionadas en
dicho auto, mismas que se desahogaron en diversas audiencias.

3.- En acuerdo de fecha diecisiete de agosto del año dos mil veintiuno se citó a las
partes  a  oír  sentencia  en  el  incidente  de  mérito;  dictándose  la  resolución
correspondiente en fecha treinta de agosto del año dos mil veintiuno.

TERCERO. - EXPRESION DE AGRAVIOS.

La parte recurrente dentro del término de ley, expresó como agravios los que se
contienen en su escrito respectivo, los que no se transcriben literalmente y serán
tomados en consideración con posterioridad en el cuerpo de la presente resolución,
sin  que  ello  depare  perjuicio  alguno  al  apelante  en  los  términos  de  la  Tesis
Jurisprudencial, bajo el rubro: “AGRAVIOS. LA FALTA DE TRANSCRIPCIÓN DE
LOS  MISMOS,  EN  LA  SENTENCIA.  NO  CONSTITUYE  VIOLACIÓN  DE
GARANTÍAS.  OCTAVO  TRIBUNAL  COLEGIADO  EN  MATERIA  CIVIL  DEL
PRIMER  CIRCUITO.”  FUENTE:  Semanario  Judicial  de  la  Federación,  Octava
Época, Tomo XII, Noviembre de 1993, Página: 288. 

Ahora  bien,  la  parte  recurrente  hizo  valer  esencialmente  como  agravios  los
siguientes:

 Que le  causa agravios a la  apelante  y  a sus menores hijas  la  resolución
apelada, debido a la falta de fundamentación y motivación de la A quo, así
como la falta de observancia al interés superior de las menores hijas de las
partes contendientes, toda vez que únicamente se concretó a manifestar que:
“…esta Autoridad se percató que en el presente incidente no se garantizó el
derecho de las menores ** ** ** ** * ** ** ** para que fueran escuchadas ante
esta  Autoridad…”,  cuando  tenía  la  obligación  de  fundar  y  motivar  dicha
determinación tomando en cuenta siempre el interés superior de las citadas
menores, a quienes no se les dio la oportunidad de ser escuchadas, al ser las
citadas menores las afectadas en este procedimiento judicial.

 Que le  causa agravios a la  apelante  y  a sus menores hijas  la  resolución
combatida, en razón de que la juez del conocimiento, al emitir su resolución,
ésta no es clara, precisa ni congruente con la demanda y las prestaciones
deducidas  oportunamente  en  el  presente  asunto,  violando  con  ello  sus
garantías más elementales de legalidad y acceso a la justicia; además que la
juez del conocimiento intentó justificar su omisión de ordenar la realización de
las valoraciones psicológicas de la suscrita, del demandado así como de las
menores involucradas en la especie; máxime que la A quo se constituyó en
perito en psicología al manifestar que del presente compendio se advierte el
resentimiento de la recurrente, exhortándola a que acudiera con terapeutas
especializados  en  salud  mental,  sin  haber  solicitado  en  ningún  momento
valoración psicológica de la apelante, el demandado o de sus menores hijas,
transgrediendo de tal manera interés superior de éstas últimas, así como sus
garantías de legalidad y de acceso a la justicia.

CUARTO. - SUPLENCIA DE LA QUEJA.

Antes de entrar al estudio de la resolución impugnada, es necesario precisar que
en materia  familiar  es obligación  de las  autoridades  suplir  la  deficiencia  de los
planteamientos  de  derecho  realizados  por  la  parte  actora,  en  las  controversias
sometidas a su consideración, a fin de evitar una inadecuada defensa, que pudiera
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afectar los derechos de los miembros de las familias, lo anterior encuentra sustento
en las tesis de rubros y textos siguientes: 

“MENORES DE EDAD O INCAPACES. PROCEDE LA SUPLENCIA DE LA
QUEJA, EN TODA SU AMPLITUD, SIN QUE OBSTE LA NATURALEZA DE
LOS  DERECHOS  CUESTIONADOS  NI  EL  CARÁCTER  DEL
PROMOVENTE.  La  suplencia  de  la  queja  es  una  institución  cuya
observancia  deben  respetar  los  Jueces  y  Magistrados  Federales;
suplencia que debe ser total, es decir, no se limita a una sola instancia, ni
a  conceptos  de  violación  y  agravios,  pues  el  alcance  de  la  misma
comprende desde el escrito inicial de demanda de garantías, hasta el periodo
de  ejecución  de  la  sentencia  en  caso  de  concederse  el  amparo.  Dicha
suplencia opera invariablemente cuando esté de por medio,  directa o
indirectamente, la afectación de la esfera jurídica de un menor de edad o
de un incapaz, sin que para ello sea determinante la naturaleza de los
derechos familiares que estén en controversia o el carácter de quién o
quiénes promuevan el  juicio de amparo o,  en su caso, el  recurso de
revisión, ello atendiendo a la circunstancia de que el interés jurídico en
las controversias susceptibles de afectar  a la familia y en especial  a
menores  e  incapaces,  no  corresponde  exclusivamente  a  los  padres,
sino a la sociedad, quien tiene interés en que la situación de los hijos
quede  definida  para  asegurar  la  protección  del  interés  superior  del
menor  de  edad  o  del  incapaz.  Se  afirma  lo  anterior,  considerando  la
teleología de las normas referidas a la suplencia de la queja, a los criterios
emitidos  por  la  Suprema Corte  de  Justicia  de  la  Nación,  así  como a  los
compromisos internacionales suscritos por el Estado mexicano, que buscan
proteger  en  toda  su  amplitud  los  intereses  de  menores  de  edad  e
incapaces,  aplicando  siempre  en  su  beneficio  la  suplencia  de  la
deficiencia de la queja, la que debe operar desde la demanda (el escrito)
hasta  la  ejecución  de  sentencia,  incluyendo omisiones en la  demanda,
insuficiencia  de  conceptos  de  violación  y  de  agravios,  recabación
oficiosa  de  pruebas,  esto  es,  en  todos  los  actos  que  integran  el
desarrollo del juicio, para con ello lograr el bienestar del menor de edad
o del incapaz.1

“APELACIÓN.  LOS  AGRAVIOS  EXPUESTOS  EN  ELLA  DEBEN
EXAMINARSE CONFORME AL INTERÉS SUPERIOR DE LA INFANCIA.
Conforme al artículo 423 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de
México, la materia de la apelación debe constreñirse a lo expuesto en los
agravios planteados ante la Sala responsable. Sin embargo,  tratándose de
juicios en los que se controviertan derechos de niñas, niños y adolescentes,
debe atenderse a la regla especial de vigilar y tutelar su beneficio directo, por
lo que los tribunales ordinarios deben examinar oficiosamente las constancias
puestas a su consideración para poder determinar si se cumplió con ese alto
principio de protección y no sólo ceñirse al  análisis literal  de los agravios,
porque de hacerlo  no se atendería  al  interés  superior  de la  infancia,  que
constituye el principio fundamental establecido por el artículo 4o. de la Ley
para  la  Protección  de  los  Derechos  de  Niñas,  Niños  y  Adolescentes,
reglamentaria del párrafo 6o. del artículo 4o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el
veintinueve  de  mayo  de  dos  mil,  así  como  en  la  Convención  sobre  los
Derechos del Niño, ratificada por México el veintiuno de septiembre de mil
novecientos ochenta y nueve”.  2  

“SUPLENCIA DE AGRAVIOS EN ASUNTOS QUE AFECTEN AL INTERÉS
FAMILIAR,  ENTRE  ELLOS,  LOS  QUE  ASISTEN  A  MENORES.  CON
MOTIVO DE ESTA INSTITUCIÓN JURÍDICA EL TRIBUNAL DE ALZADA
NO  PUEDE  OMITIR  SU  ANÁLISIS  POR  ESTIMARLOS  INOPERANTES,

1 Jurisprudencia 191/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha treinta de noviembre de dos mil cinco. No.

Registro: 175,053. Materia(s): Civil. Novena Época. Instancia: Primera Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXIII,

Mayo de 2006. Tesis: 1a./J. 191/2005. Página: 167.

2 TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO. No. Registro:  184,216.  Jurisprudencia. Materia(s):  Civil.  Novena

Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XVII, Junio de 2003. Tesis: II.3o.C. J/6. Página:

672.
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INSUFICIENTES  O  INATENDIBLES,  PORQUE  ESTÁ  OBLIGADO  A
SUPLIRLOS  EN  SU  DEFICIENCIA  O,  INCLUSO,  ANTE  SU  AUSENCIA
TOTAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).En los asuntos en que
se involucren derechos que puedan afectar al interés de la familia, entre ellos,
los que asisten a los menores, en términos de los artículos 509, fracción I, del
Código de Procedimientos Civiles para el  Estado de Puebla abrogado,  de
similar contenido al 398, fracción I, del vigente, el tribunal de alzada debe
suplir la falta de agravios o las deficiencias de los que se hubieren expresado,
a fin de salvaguardar el interés superior que corresponde a los titulares de
esos derechos,  atento  a lo  cual,  resulta  incorrecto  que los  desestime por
inoperantes,  insuficientes,  o  inatendibles,  cuando  cualquiera  de  esas
connotaciones tiene por origen un error en el planteamiento o estructura del
argumento relativo, pues la indicada institución tiene por objeto, en un primer
plano, corregir o perfeccionar los planteamientos esbozados para impugnar
una determinada resolución jurisdiccional  y,  desde otra perspectiva,  hacer
valer  todos  aquellos  motivos  de  inconformidad  que,  de  manera  eficiente,
conduzcan legalmente a la emisión de un fallo en que se salvaguarden los
derechos de los sujetos a favor de los cuales se suple la omisión advertida.
Por tanto, la autoridad jurisdiccional de segunda instancia debe analizar la
legalidad  del  fallo  alzado  para  concluir  en  lo  fundado  o  infundado  de  la
pretensión  impugnatoria  del  recurrente,  sin  que le  esté permitido  omitir  la
ponderación de los agravios del inconforme sobre la base de su inoperancia,
insuficiencia o inatendibilidad, precisamente, porque le asiste la obligación de
suplirlos en su deficiencia o, incluso, ante su ausencia total”.3

QUINTO. - PRONUNCIAMIENTO.

En primer término es preciso mencionar, que de la interpretación sistemática de los
artículos 1 y 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos4, 12 de
la Convención sobre los Derechos del Niño5, los artículos 2, 3, 12 fracciones VII y

3 Tesis: VI.2o.C. J/17 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Registro 2011450, Tribunales Colegiados de Circuito, Libro 29,

Abril de 2016, Tomo III, Página 2129, Jurisprudencia (Civil).

4 “…Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse,

salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con

esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. Todas las autoridades,

en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios

de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones

a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que

entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes. Queda prohibida toda discriminación motivada por origen

étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el

estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas…”

“…Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerá la organización y el desarrollo de la familia. Toda persona tiene derecho a decidir de

manera libre, responsable e informada sobre el número y el espaciamiento de sus hijos. Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de

calidad. El Estado lo garantizará. Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los

servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la

fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución. Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará

el respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley. Toda persona

tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal  y doméstico en forma suficiente, salubre,  aceptable y asequible.  El

Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos,

estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la participación de la ciudadanía para la consecución de

dichos fines. Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La Ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal

objetivo. Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser registrado de manera inmediata a su nacimiento. El Estado garantizará el cumplimiento de estos

derechos.  La autoridad  competente  expedirá  gratuitamente  la  primera  copia  certificada  del  acta  de  registro  de  nacimiento.  En todas  las  decisiones  y

actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas

tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá

guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez. Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de

preservar y exigir el cumplimiento de estos derechos y principios. El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los

derechos de la niñez. Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en la materia, así como el

ejercicio de sus derechos culturales. El Estado promoverá los medios para la difusión y desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural en todas

sus manifestaciones y expresiones con pleno respeto a la libertad creativa. La ley establecerá los mecanismos para el acceso y participación a cualquier

manifestación cultural.  Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la práctica del deporte. Corresponde al Estado su promoción, fomento y estímulo

conforme a las leyes en la materia…”

5“…Artículo 12

1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los

asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y madurez del niño. 
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XV, 56, 57, 58 y 59 de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del
Estado de Quintana Roo6, se concluye que en toda controversia en la que estén
involucrados niñas, niños y adolescentes, es obligación de los Estados Partes de
los  tratados  internacionales  referidos,  entre  los  cuales  se  encuentra  el  Estado
Mexicano,  atender  al  interés  superior  de  aquellos,  así  como  determinar  la
separación  del  menor  de  sus  padres  cuando  éste  sea  objeto  de  maltrato  o
descuido, debiéndose otorgar, al menor involucrado, la oportunidad de participar en
el procedimiento que le afecte; lo anterior, con la finalidad de que los Estados Parte
garanticen al niño la oportunidad de estar en condiciones de enterarse de lo que
está aconteciendo a su alrededor y le concierne, a efecto de formarse un juicio
propio al respecto, y el derecho de expresar su opinión libremente en todos los
asuntos que le atañen, teniéndose en cuenta su opinión en función de su edad y
madurez.

En este mismo sentido, con relación al derecho del niño de ser escuchado, inmerso
en el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño, el Comité de los
Derechos del Niño de la Naciones Unidas, emitió la observación general 12/2009,
en  el  51º  período  de sesiones,  celebrado  en  la  ciudad  de  Ginebra,  Suiza,  del
veinticinco de mayo al doce de junio del dos mil nueve, en la cual se plasmó la
obligación  de  los  Estados  Partes  de  adoptar  las  medidas  convenientes  para
respetar plenamente el derecho de los niños a ser escuchados en defensa de sus
intereses, sin imponer límite de edad, ya que inclusive, para su aplicación plena se
prevén formas no verbales de comunicación, como el juego, la expresión corporal y
facial, el dibujo, la pintura, entre otros.
Tiene aplicación al presente asunto la tesis de rubro y datos de identificación que a
continuación se transcriben:

“RÉGIMEN  DE  VISITAS  Y  CONVIVENCIAS.  EL  MENOR  DEBE  SER
ESCUCHADO  POR  EL  JUEZ  ANTES  DE  SU  FIJACIÓN  PARA
PRESERVAR SU DIGNIDAD HUMANA.”Novena Época,  Registro:  163959,
Instancia:  Tribunales  Colegiados  de  Circuito,  Tesis  Aislada,  Fuente:
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXXII, Agosto de 2010,
Materia: Civil, Tesis: I.5o.C.133 C, Página: 2340.

Por lo anterior,  es evidente que en controversias en las cuales se diluciden
derechos de menores, como son: la convivencia con sus padres, custodia y

2.  Con tal  fin,  se  dará  en particular  al  niño  oportunidad  de ser  escuchado,  en todo procedimiento  judicial  o  administrativo  que afecte  al  niño,  ya  sea

directamente o por medio de un representante o de un órgano apropiado, en consonancia con las normas de procedimiento de la ley nacional…”

6“...Artículo 2. Para garantizar la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, las autoridades estatales y municipales realizarán las acciones y

tomarán medidas, de conformidad con los principios establecidos en la Ley General y reconocidos en la presente Ley. Para tal efecto, deberán: I. Garantizar

un enfoque integral, transversal y con perspectiva de derechos humanos en el diseño y la instrumentación de políticas y programas de gobierno; II. Promover

la participación, tomar en cuenta la opinión y considerar los aspectos culturales, éticos, afectivos, educativos y de salud de niñas, niños y adolescentes, en

todos aquellos asuntos de su incumbencia, de acuerdo a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez, y III. Establecer mecanismos transparentes de

seguimiento y evaluación de la implementación de políticas, programas gubernamentales, legislación y compromisos derivados de tratados internacionales en

la materia El interés superior de la niñez deberá ser considerado de manera primordial en la toma de decisiones sobre una cuestión debatida que involucre

niñas,  niños y adolescentes.  Cuando se presenten diferentes interpretaciones,  se elegirá la que satisfaga de manera más efectiva este principio  rector.

Cuando se tome una decisión que afecte a niñas, niños o adolescentes, en lo individual o colectivo, se deberán evaluar y ponderar las posibles repercusiones

a fin de salvaguardar su interés superior y sus garantías procesales. Las políticas públicas deberán contribuir a la formación física, psicológica, económica,

social, cultural, ambiental y cívica de niñas, niños y adolescentes. Los Poderes del Estado y los Ayuntamientos, en el ámbito de sus competencias, deberán

tomar las medidas presupuestales y administrativas para garantizar el cumplimiento de esta Ley.

Artículo 3.  Son niñas y niños los menores de doce años, y adolescentes las personas de entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad.

Cuando exista la duda de si se trata de una persona mayor de dieciocho años de edad, se presumirá que es adolescente.

Cuando exista la duda de si se trata de una persona mayor o menor de doce años, se presumirá que es niña o niño…

…Artículo 12. Niñas, niños y adolescentes gozarán ampliamente de los derechos que consagra la Constitución Federal, la Convención sobre los Derechos del

Niño y demás tratados internacionales, Constitución Estatal, la Ley General, esta Ley y las demás leyes aplicables. Para efectos de la presente Ley son

derechos de niñas, niños y adolescentes, de manera enunciativa más no limitativa, los siguientes:..

VII. Derecho a vivir en condiciones de bienestar y a un sano desarrollo integral;

XV. Derecho de participación;..

...Artículo 56. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a ser escuchados y tomados en cuenta en los asuntos de su interés, conforme a su edad, desarrollo

evolutivo, cognoscitivo y madurez.

Artículo 57. Las autoridades estatales y municipales en el ámbito de sus respectivas competencias, están obligados a disponer e implementar los mecanismos

que garanticen a niñas, niños y adolescentes su participación libre y activa en los ámbitos de la vida familiar, escolar, social, comunitaria, cultural, recreativa,

deportiva o cualquier otro en el que se desarrollen.

Artículo 58. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a participar, a ser escuchados y tomados en cuenta en todos los procesos judiciales y de procuración

de justicia  donde  se diriman  controversias  que les  afectan,  en los términos  señalados  por  la  Sección Décima Octava del  presente  Capítulo  y demás

disposiciones aplicables.

Artículo 59.  Niñas, niños y adolescentes también tienen derecho a que las diferentes instancias gubernamentales,  en los tres órdenes de gobierno, les

informen de qué manera su opinión ha sido valorada y tomada en cuenta su solicitud…”
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patria potestad, es incuestionable el interés de los menores de intervenir en
ellas, lo cual se encuentra previsto en la Legislación Sustantiva y Adjetiva en la
materia aplicable en el Estado de Quintana Roo, particularmente, el artículo 881 del
Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Quintana Roo dispone a la
letra, que el Juez estará facultado para intervenir de manera oficiosa en los asuntos
que  afecten  a  la  familia,  en  especial  cuando  se  trate  de  menores  de  edad,
alimentos y violencia familiar, decretando todas las medidas precisas para proteger
a  la  familia  y  a  sus  miembros;  además de que,  en caso de que se encuentre
implicado el interés superior de los menores, el Juzgador deberá escucharlos.

En consecuencia, por ser los asuntos relacionados con la familia y los menores de
edad, cuestiones de orden público y de interés social, el Juez de Primera Instancia
se encuentra  facultado para  intervenir  de  oficio,  sin  necesidad  de formalidades
especiales, a fin de adoptar las medidas convenientes para respetar plenamente el
derecho de los niños a ser escuchados en defensa de sus intereses.
Al  respecto  resulta  aplicable  el  criterio  de  Jurisprudencia  de  rubro  y  texto
siguientes: 

“MENORES DE EDAD. EL JUEZ ESTÁ OBLIGADO, AUN DE OFICIO, A
ESCUCHARLOS  EN  CUALQUIER  JUICIO  DONDE  TENGA  QUE
RESOLVERSE SOBRE LA PATRIA POTESTAD, GUARDA Y CUSTODIA,
ASÍ COMO AL MINISTERIO PÚBLICO DE LA ADSCRIPCIÓN, TENIENDO
EN CUENTA LA FACULTAD QUE TIENE DE VALERSE DE CUALQUIER
MEDIO  A  FIN  DE  SALVAGUARDAR  EL  INTERÉS  SUPERIOR  DE
AQUÉLLOS  (LEGISLACIÓN  DEL  ESTADO  DE  VERACRUZ).De  la
interpretación conjunta y sistemática de los artículos 157 y 345 del código
sustantivo  civil  para  el  Estado  de  Veracruz,  225  y  226  del  ordenamiento
procesal  respectivo,  debe entenderse que en todos aquellos  juicios civiles
donde tenga que resolverse sobre la patria potestad, guarda y custodia de
menores de edad, sin importar la acción intentada, el juzgador, aun de oficio,
debe escucharlos,  a fin de evitar conductas de violencia familiar  y normar
correctamente  su  criterio  sobre  la  situación  que  guardan  con  sus
progenitores,  así  como  al  Ministerio  Público  de  la  adscripción  ante  el
desacuerdo  de los  cónyuges  sobre  ese tenor,  teniendo  en consideración,
además,  la  facultad  de  poder  valerse  de  cualquier  persona,  sea  parte  o
tercero, cosa o documento conducente al conocimiento de la verdad, como
podría  ser,  a  guisa  de ejemplo,  la  investigación  de  trabajadores  sociales,
análisis psicológicos en relación no sólo con el menor sino también con los
padres,  apoyándose  para  ello  en instituciones  como el  Desarrollo  Integral
para la  Familia  (DIF) o los servicios de salud pública,  sin importar  que el
artículo 157 del código sustantivo civil, sólo refiera a los asuntos de divorcio,
pues en el caso opera el principio jurídico de que donde impera la misma
razón debe aplicarse la misma disposición, todo con el fin de salvaguardar el
interés superior de los menores”.7

Es preciso señalar que es una obligación para este Tribunal de Alzada tomar en
cuenta el  interés superior  de los menores,  aún en suplencia de los motivos de
inconformidad  expuestos,  pues  los  Tribunales  ordinarios  deben  examinar
oficiosamente las constancias puestas a su consideración para poder determinar si
se cumplió con ese principio de protección y no sólo ceñirse al análisis literal de los
agravios, pues de lo contrario, no se atendería al interés superior de la infancia que
constituye el principio fundamental establecido en los artículos 2, 3 y 12 de la Ley
de los Derechos de Niñas,  Niños y Adolescentes del  Estado de Quintana Roo,
reglamentaria del  párrafo sexto del  artículo 4º de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Procediendo  al  estudio  del  caso que nos ocupa,  la  parte actora manifestó que
producto de su relación con el demandado procrearon dos hijas de iniciales ** ** **
** * ** ** *** siendo estas menores de edad, según se acredita con las actas de
nacimiento correspondientes.

7Novena Época, Registro: 183500, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y

su Gaceta, Tomo XVIII, Agosto de 2003, Materia: Civil, Tesis: VII.2o.C. J/15, Página: 1582.
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En tal  virtud,  toda vez  que en  la  sentencia  interlocutoria  de mérito  se  resolvió
respecto del incidente promovido por la ciudadana ******* ***** ********* en cuanto a
la solicitud de cancelación de las convivencias paternofiliales del ciudadano  ****
****** ****** ******* con sus menores hijas de iniciales ** ** ** ** * ** ** **, por motivo
de la violencia psicológica ejercida por el progenitor de las menores en contra de
estas,  y  tomando  en  consideración  que,  como  ya  se  ha  expresado  en  líneas
precedentes, es obligación del Estado velar por el principio del interés superior de
la  infancia,  garantizando  de  manera  plena  el  derecho  a  expresar  su  opinión
libremente en todos los asuntos que puedan afectarle, teniéndose debidamente en
cuenta sus opiniones en función de su edad y madurez; y que por ello el juzgador
deberá ser especialmente cuidadoso al valorar tanto la opinión del menor como del
resto del material probatorio en los asuntos que dirimen aspectos que afectan a los
derechos de menores, ya que en ocasiones éstos expresan una opinión que puede
estar manipulada o alienada y podrían vulnerarse con suma facilidad los derechos
del menor que precisamente se pretenden proteger, por lo que debe analizarse en
conjunto tanto lo expresado por el menor, así como las demás circunstancias que
se presenten en el caso.

Ahora bien, del análisis minucioso de las constancias que integran los autos del
incidente  de  mérito,  mismas que  tienen  pleno  valor  probatorio  en  términos  del
artículo 406 de la Ley Adjetiva en la Materia, se concluye que la A quo fue omisa en
dar  cumplimiento  a  lo  establecido  en  el  numeral  881  del  citado  ordenamiento
procesal; es decir, la Juez del conocimiento al dictar la sentencia interlocutoria de
mérito, tenía la obligación de resolver las cuestiones relativas a la familia y a las
menores involucradas atendiendo al interés superior de estas últimas, lo que no
aconteció en la especie, toda vez que de los autos, se advierte que no se llevó a
cabo la audiencia de escucha de las menor involucradas en este asunto, a fin
de  conocer  su  opinión  respecto  de  la  cancelación  o  suspensión  de  las
convivencias con su progenitor  ****  ******  ******  *******,  por  las causas que
aduce la madre de las niñas; esto debido a que, como ya se ha mencionado con
antelación, en las controversias en las cuales se diluciden derechos de menores,
como en la especie se trata de la cancelación o suspensión de las convivencias de
las menores involucradas en este asunto con su progenitor, es incuestionable el
interés de éstas últimas de intervenir en ella; para lo cual, las niñas debieron de ser
escuchadas respecto de este tema, con la asistencia de un Oficial de Menores de
Edad, adscrito a la Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia del Estado
de Quintana Roo, para los efectos de facilitar su comunicación libre y espontánea,
darle protección psicoemocional  en las sesiones donde éstas sean oídas por el
juez en privado, sin la presencia de los progenitores; y con la preparación previa en
la  que se les  brinde la  asistencia  e información necesarias  para que estén en
condiciones  de  ser  escuchadas,  sin  la  presencia  de  sus  progenitores  ni  en  la
audiencia previa ni en la de escucha.

En este contexto, es indiscutible que esta Sala Especializada debe declarar que la
Juez de origen contravino el deber de vigilar  el interés superior de las menores
involucradas en el presente asunto, a lo que se encuentra obligada en virtud de lo
dispuesto  en  los  cuerpos  legales  ya  citados,  dejando  en  un  claro  estado  de
indefensión a las menores hijas de las partes contendientes, lo que se traduce en
una violación manifiesta de la ley en su perjuicio; en consecuencia, lo procedente
es restituir a las menores en cuestión, en sus derechos para lo cual es necesario
reponer el procedimiento, en los términos que se precisan con posterioridad. 
De  igual  manera,  de  las  constancias  que  integran  el  sumario,  también  se
desprende que no se recabaron valoraciones psicológicas de los progenitores ni de
las menores hijas de ellos, dentro de esta controversia; mismas probanzas que son
parte  de lo  que  el  instructor  del  proceso debió ordenar  de  oficio  a  fin  de
determinar lo conducente respecto de la cancelación o suspensión de las
convivencias  del  ciudadano  ****  ******  ******  ******* y  sus menores hijas de
iniciales ** ** ** ** * ** ** *** a fin de determinar si alguno de los progenitores
ejerce algún tipo de violencia en contra de las menores, y si éstas presentan
algún rasgo o indicio de ser víctimas de algún tipo de violencia; por tal motivo,
a fin de subsanar tal deficiencia, se debe reponer el procedimiento a fin de que
la juez del  conocimiento ordene la realización de las citadas valoraciones
psicológicas.
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En atención a los  razonamientos  expuestos,  dada  la  suplencia  de los  agravios
vertidos, se debe  REVOCAR la sentencia interlocutoria recurrida, ordenándose la
REPOSICIÓN  del  procedimiento  a  efecto  de  que  la  Juez  del  conocimiento  de
manera oficiosa:

a) Realice la diligencia de escucha de las menores con nombres de iniciales     ** **  
** ** * ** ** **  , en los términos indicados en esta resolución, a fin de determinar  
de manera fundada y motivada lo conducente    respecto de la  cancelación o  
suspensión de las convivencias de las menores con su progenitor    ****  ******  
******  *******  ,  por  las  causas  que  aduce  la  madre  de  las  niñas  ;  tomando en  
consideración además el Protocolo de Actuación para quienes imparten justicia
en casos que involucren niñas, niños y adolescentes, publicado por la Suprema
Corte de Justicia de la Nación; que -entre otras cosas- dispone lo siguiente:

“CAPÍTULO III. REGLAS Y CONSIDERACIONES GENERALES PARA LAS Y LOS
JUZGADORES. 
“(…)
2. Asistencia al menor de edad.
Durante la participación de la niña, niño o adolescente es muy importante brindarle
asistencia, a fin de evitar, prevenir o mitigar las consecuencias del proceso en la
medida de lo posible favoreciendo su desarrollo. Para lograrlo existen tres formas
de  apoyo:  asistencia  legal,  canalización  con  personal  especializado  y  medidas
especiales de asistencia.
*El  Poder  Judicial  deberá  procurar  asignar  un abogado  especializado  de forma
gratuita a todo niño, niña o adolescente que:
(…)
..  cuando  quienes  lo  representen  legalmente  se encuentren  en un  conflicto  de
intereses y se considere que requiere un representante para efectos del proceso en
el cual participa, o
.. cuando así lo solicite el niño, niña o adolescente o su representante.
* En cuanto a la canalización con personal especializado, los niños y adolescentes,
y  cuando  proceda  sus  familiares,  deberán  tener  acceso  a  la  asistencia  de
profesionales  capacitados,  lo  que  incluye  servicios  jurídicos,  de  orientación,  de
salud, sociales y educativos, de recuperación física y psicológica y demás servicios
necesarios  para  la  reinserción  del  niño.  Toda asistencia  de esta  índole  deberá
atender las necesidades del niño.
(…)”
“3. Verificación de que una persona de apoyo acompaña al menor de edad en el
desarrollo de todas las diligencias que involucra el juicio. 
Durante  el  desarrollo  del  proceso  judicial  el  niño  o  adolescente  deberá  estar
acompañado, además de por sus padres o tutor y su abogado, por una persona
designada para prestarle asistencia y acompañamiento procesal. 
*Antes  de  invitar  a  un  niño  a  comparecer  ante  los  tribunales,  la  o  el  Juez  o
Magistrado comprobará que se designe a una persona capacitada para brindarle
asistencia y acompañamiento procesal por parte de la instancia que se determine,
consultándolo con el niño y sus padres o tutor. Asimismo, dará tiempo suficiente a
la persona de apoyo para familiarizarse con el niño y con la causa.
*La  o  el  Magistrado  o  Juez  competente  permitirá  a  la  persona  de  apoyo  que
acompañe al niño durante toda su participación en el procedimiento judicial, con el
fin de reducir el nivel de ansiedad o estrés.
(…)”
“4. Sobre el testimonio de la niña, el niño o el adolescente 
La relevancia del testimonio infantil en los asuntos que le competan, involucra la
garantía de una serie de condiciones con la finalidad de evitar sufrimientos a los
niños y de que éste se recoja de manera óptima.
Medidas para facilitar el testimonio
*La o el Juez o Magistrado deberán adoptar y aplicar medidas para que a las niñas,
niños  y adolescentes  les resulte más fácil  participar  en el  juicio,  tales como su
canalización con profesionales especializados de diversas disciplinas que atiendan
sus necesidades y permitir que personal de asistencia y acompañamiento procesal,
incluidos  especialistas  y  los  familiares  apropiados  acompañen  al  niño  mientras
presta testimonio. (…)
Preparación del niño para participar sin temor
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En toda participación infantil dentro de un procedimiento judicial, deberá sostenerse
una  plática  con  el  niño  previa  a  la  diligencia  a  desahogarse,  en  la  cual  se  le
explicará, de acuerdo a su edad y grado de desarrollo: 
.. la naturaleza y el propósito de la diligencia en la que participará;
..  se le  transmitirá que se encuentra en plena libertad de expresarse sin temor
utilizando mensajes básicos que deben contemplar,  por lo menor, la explicación
detallada sobre la diligencia, la forma en la que se desarrollará, quienes estarán
presentes y la función de cada uno, así como lo que deberá hacer el niño, explicitar
la  libertad del  niño para decir  que no entiende algo,  así  como su libertad para
hablar o guardar silencio según sea su deseo.
.. cuando se trate de un niño, niña o adolescente víctima o testigo, o bien en un
asunto de materia familiar, también deberá transmitirle mensajes que reconozcan
su valor y credibilidad, que le eviten sentir culpa, explicitar que la única expectativa
que se espera de él es que exprese lo que sabe o ha vivido, que no hay respuestas
correctas o incorrectas que se esperan de él, anticipar posibles temores comunes
en los niños que participan en este tipo de diligencias y disipar cualquier temor a
ser castigado por expresarse libremente.
..  debe propiciarse abiertamente que el  niño,  niña o adolescente  puedan hacer
preguntas o adicionar cualquier información que deseen expresar.
*La preparación del niño para participar sin temor debe suceder por lo menos un
día previo al desahogo de la diligencia prevista. Cuando por razones inmodificables
esta antelación sea imposible, deberá suceder inmediatamente antes del desahogo
de la diligencia en cuestión.
*Para  efectos  de  esta  plática  preparatoria,  el  juzgador  podrá  designar  a  una
persona de asistencia y acompañamiento procesal o bien realizarla directamente
cuando lo considere conveniente (…)”
Lo anterior, pues si bien ese protocolo no es vinculante y por tanto no tiene valor
normativo para fundar  una decisión jurisdiccional,  sí  constituye una herramienta
para los juzgadores, pues a la luz de los compromisos adquiridos por el Estado
Mexicano en materia de derechos humanos, que se refieren a las niñas, niños y
adolescentes,  establece  prácticas  para  el  acceso  a  la  justicia,  fundadas  en  el
respeto a los derechos de ese grupo vulnerable, lo cual es trascendente, pues no
se puede negar que la forma de realizar las entrevistas al menor puede ser crucial
para  obtener  una  respuesta  que  sea  más  apegada  a  la  realidad;  que  deben
evitarse las preguntas cerradas y repetirse las preguntas lo menos posible, para
impedir que se vicien las respuestas; y que en los casos en los que haya indicios
de maltrato infantil, violencia familiar, incluso abuso sexual o conflictos emocionales
derivados de divorcios conflictivos, los lineamientos citados persiguen una doble
finalidad: a) obtener un testimonio de calidad y conocer un mayor grado de certeza
lo  que  piensa  o  siente  el  menor;  y,  b)  evitar,  en  la  medida  de  lo  posible,
revictimizarlo.
Ilustra lo expuesto la tesis CCLXIII/2014, de la Primera Sala de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación, visible en la página 162, Tomo I, Libro 8, julio de 2014,
Décima Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, con número
de registro 2006882, de epígrafe y sinopsis siguientes:

“PROTOCOLO DE ACTUACIÓN PARA QUIENES IMPARTEN JUSTICIA EN
CASOS QUE INVOLUCREN NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES EMITIDO
POR  LA  SUPREMA  CORTE  DE  JUSTICIA  DE  LA  NACIÓN.  NO  ES
VINCULANTE  Y  POR  TANTO  NO  TIENE  VALOR  NORMATIVO  PARA
FUNDAR  UNA DECISIÓN JURISDICCIONAL,  PERO  CONSTITUYE UNA
HERRAMIENTA  PARA  QUIENES  EJERCEN  DICHA  FUNCIÓN.  Diversos
organismos internacionales, como el Fondo de las Naciones Unidas para la
Infancia (UNICEF) y el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas,
han emitido diversas directrices sobre la justicia en asuntos concernientes a
niños, dirigidas especialmente a casos en los que los niños han sido víctimas
o  testigos  de  delitos,  las  cuales  tienen  por  objeto  reducir  o  evitar,  en  la
medida  de  lo  posible,  la  victimización  secundaria.  Algunas  de  esas
recomendaciones han sido acogidas por esta Suprema Corte de Justicia de la
Nación en el Protocolo de Actuación para quienes imparten justicia en casos
que involucren Niñas, Niños y Adolescentes, señalando al respecto que sobre
las  pruebas  periciales  existen  algunas  directrices  relacionadas  con  su
registro,  repetición  y valoración que deben considerarse.  Así,  aunque ese
protocolo no es vinculante y por tanto no tiene valor normativo para fundar
una decisión jurisdiccional, sí constituye una herramienta para los juzgadores,
pues  a  la  luz  de  los  compromisos  adquiridos  por  el  Estado Mexicano  en
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materia de derechos humanos, que se refieren a niñas, niños y adolescentes,
establece prácticas para el acceso a la justicia, fundadas en el respeto a los
derechos de ese grupo vulnerable, lo cual es trascendente, pues no se puede
negar que la forma de realizar las entrevistas al menor puede ser crucial para
obtener  una  respuesta  que  sea  más  apegada  a  la  realidad;  que  deben
evitarse las preguntas cerradas y repetirse las preguntas lo menos posible,
para impedir que se vicien las respuestas. Asimismo, en los casos en los que
haya indicios de maltrato infantil,  violencia familiar,  incluso abuso sexual o
conflictos emocionales  derivados de divorcios  conflictivos,  los lineamientos
citados persiguen una doble finalidad: a) obtener un testimonio de calidad y
conocer con un mayor grado de certeza lo que piensa o siente el menor; y, b)
evitar, en la medida de lo posible, revictimizarlo.”

b) Recabe de manera oficiosa las valoraciones psicológicas de las partes, así
como de las niñas involucradas en este asunto.

Finalmente,  debe  decirse  que,  con  motivo  de  la  reposición  ordenada,  se  hace
innecesario entrar al estudio de los agravios vertidos por la parte recurrente, dado
que con motivo de la presente resolución,  ha quedado sin efectos la sentencia
interlocutoria dictada.

En  atención  a  todo  lo  expuesto  con  antelación,  se  REVOCA  la  sentencia
interlocutoria de fecha treinta de agosto del año dos mil veintiuno, dictada por
el Juez Familiar de Primera Instancia del Distrito Judicial de Solidaridad, Quintana
Roo, y se ordena la REPOSICIÓN OFICIOSA DEL PROCEDIMIENTO a partir del
auto de fecha diecisiete de agosto del año dos mil veintiuno, en el cual se citó a las
partes para oír la correspondiente sentencia definitiva.
Por lo expuesto y fundado, es de resolverse y se:

R E S U E L V E.

PRIMERO.- Se REVOCA y queda sin efectos la sentencia interlocutoria en esta vía
impugnada,  por  los  motivos  expuestos  en  el  último  considerando  de  esta
resolución.
SEGUNDO.- Se ordena la REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO en los términos
indicados en la parte final del último considerando de la presente resolución.
TERCERO.-  Remítase copia certificada de esta resolución al juzgado de origen,
para que surta los efectos legales correspondientes, y en su oportunidad archívese
el presente Toca como asunto totalmente concluido.  
CUARTO.-  NOTIFÍQUESE  POR LISTA  ELECTRÓNICA  Y  CÚMPLASE.  Así  lo
resolvió y firma MARIANA DÁVILA GOERNER, Magistrada Numeraria Titular de la
Séptima Sala especializada en Materia Familiar  y Materia Familiar  Oral,  ante la
Secretaria de Acuerdos de la Sala, Licenciada MARTHA GUADALUPE CERVERA
LÓPEZ, quien autoriza y da fe.- DOY FE.

Todos los textos eliminados en esta versión pública  corresponden a información
confidencial  en  su vertiente  de datos  personales  y/o  sensibles  (nombres de las
partes, estado civil, lugar de nacimiento, domicilio, edades y datos de localización de
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los inmuebles entre otros). En términos de los previsto en los artículos 126, 127, 129
y 137 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado
de Quintana Roo y 116 la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información
Pública.


